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TEMAS

DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO/ PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA - VÍA DE HECHO Y LA POSIBLE CAUSACIÓN DE UN PERJUICIO IRREMEDIABLE-  EXCEPCIONALMENTE SE PRESCINDE DEL ÚLTIMO PRESUPUESTO ANTE FALTA DE AFECTACIÓN GRAVOSA DE DERECHOS FUNDAMENTALES/ TEST DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN –No se superó, pues la accionante cuenta con otros mecanismo de defensa judicial ante la jurisdicción contenciosa administrativa-/ CONFIRMA
En esta ocasión, se itera, ninguno de los presupuestos expuestos en cita son adaptables al caso puesto en conocimiento de esta instancia judicial, pues el reclamo a simple vista no permite presumir cuál es el perjuicio irremediable al que está expuesta la señora Lucy Arias de Salazar, que no le permita acudir a la vía judicial ordinaria, que sería la contencioso administrativa, si lo que pretende es atacar en sí el acto administrativo por medio del cual se libró mandamiento de pago como consecuencia del proceso administrativo de cobro coactivo; o bien la civil, para repetir en contra de quienes según su criterio, serían los llamados a responder por los cobros jurídicos que se le están endilgando, y que en virtud de un contrato de naturaleza civil o comercial estarían en cabeza de terceros, tal como lo manifestó reiterativamente en su escrito inicial, así como el de impugnación. 

(…)
Acorde con las razones antes expuestas, se considera que no se supera el test de procedibilidad del amparo solicitado, toda vez que la accionante tiene la posibilidad de hacer uso de otros mecanismos legales como son las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho o nulidad simple, en las que se puede solicitar incluso la suspensión provisional de los actos administrativos que considera violatorios de sus derechos. 
(…)

En conclusión, considera esta Colegiatura que la decisión de primer nivel debe ser confirmada en su totalidad, toda vez que la parte accionante no cumplió con la carga probatoria que le correspondía para demostrar la ocurrencia de una vía de hecho por parte de la autoridad administrativa demandada, ni la existencia de un perjuicio irremediable que conllevara la prosperidad de la acción, ni siquiera de forma transitoria; mucho menos quedó demostrado que los demás mecanismos judiciales que tiene la actora a su alcance son insuficientes o carecen de idoneidad para el fin perseguido
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora LUCY ARIAS DE SALAZAR, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 9 de agosto de 2018, mediante el cual negó por improcedente la solicitud de amparo constitucional deprecada por la recurrente en contra de la CENTRAL DE INVERSIONES CISA S.A y otros.
ANTECEDENTES:
De conformidad con la narración fáctica hecha por la señora Lucy Arias de Salazar en su libelo petitorio, se pueden extraer los siguientes hechos:

· El día 16 de octubre de 2018, mediante contrato de compraventa celebrado con el señor Jhon Fredy Ocampo, dueño del establecimiento de comercio denominado “PLAZA MOTOS”, entregó en favor del mencionado ciudadano una motocicleta de propiedad suya, transfiriendo desde ese momento el dominio y posesión del rodante con todas las formalidades que contempla la legislación civil; el vehículo se encontraba al día con el seguro obligatorio para accidentes SOAT, por lo que una vez materializada su entrega, quedó perfeccionado el contrato pactado con el “adquirente” bajo la modalidad conocida como “tradición”, quedando pendiente únicamente un trámite administrativo ante la Oficina de Tránsito. 
· Mediante la tradición del vehículo quedó claro que, a partir de ese momento, el señor Jhon Fredy Ocampo pasaría a ser su propietario, y por ende, sería este quien en adelante debía asumir cualquier responsabilidad a futuro relacionada con el rodante, bien frente a las instituciones como el RUNT, Tránsito Municipal de Pereira, Tesoro Nacional y Municipal, en lo relacionado con pago de multas, impuestos, SOAT, revisión técnico mecánica, entre otros; como ante las autoridades civiles, penales, aduaneras y administrativas.  
· No obstante lo anterior, el comprador de la moto, a sabiendas de que el seguro obligatorio venció, la prestó o vendió al señor Asdrubal David Vanegas, quien sufrió un accidente a bordo de la misma el día 23 de abril de 2011, siendo atendido en el Hospital San Jorge de Pereira, donde se le prestaron los respectivos servicios por valor de $5.037.057, valor que fue recobrado al Fosyga y al Ministerio de Salud y Protección Social de la época, toda vez que la póliza SOAT presentada en ese momento, con vigencia del 23/08/2010 al 23/08/2011 resultó ser falsa. 
· Bajo tales circunstancias, aunque lo que debieron hacer las entidades que asumieron el costo del servicio médico era proferir mandamiento de pago y recurrir a un Juzgado para recobrar dichos servicios al señor Jhon Fredy Ocampo, por haber vendido la moto al accidentado con un SOAT ilegítimo, dejaron transcurrir más de 5 años sin adelantar el proceso administrativo de cobro coactivo (o sea que operó el fenómeno jurídico de la prescripción) en contra suya, pese a que no es ella la dueña del vehículo, ni tampoco se le han prestado servicios de salud como consecuencia de algún accidente sufrido a bordo del mismo, contrario a ello, tiempo atrás había vendido la moto al aludido Jhon Fredy con las formalidades del caso. 
· Aun encontrándose prescrita la obligación, o sea el plazo para dar inicio al proceso de cobro coactivo, la Central de Inversiones CISA S.A. compró la cartera vencida al Ministerio de la Protección Social mediante Contrato Nro. 081 del 27 de julio de 2017, cartera que si bien contempla una obligación clara y expresa, no puede ser exigible, precisamente porque se encuentra prescrita. 
· Paso seguido, la Central de Inversiones CISA S.A. libró mandamiento de pago extemporáneo en su contra mediante Resolución Nro. 2940 del 3 de mayo de 2018; ante el cual presentó las excepciones consistentes en: prescripción de la acción de cobro, no ostentar la calidad de deudora solidaria, falta de exigibilidad del título ejecutivo, entre otras. 
· Una vez presentadas las excepciones al mandamiento de pago, la Central de Inversiones CISA S.A., mediante un auto “amañado” ante la dificultad para cobrar una cartera vencida, decidió vincular al Ministerio de Salud –ADRES-, pese a que quien legítimamente estaba llamado a evitar su prescripción era el “desaparecido” Ministerio de la Protección Social; además, no hay lugar a que la actual cartera ministerial se pronuncie sobre el asunto, precisamente porque ese era el riesgo ante la compra de cartera, lo que también es conocido como “contingencia”
Igualmente, omitió esa entidad lo consagrado en el artículo 832 del Estatuto Tributario, en lo concerniente a la práctica de pruebas antes de efectuar un pronunciamiento sobre las excepciones, pues hizo caso omiso del pedimento relacionado con la citación de sus testigos para demostrar quién es el dueño actual de la moto y quién debe asumir el pago por los servicios médicos prestados al tenedor del vehículo que sufrió el accidente, trasgrediendo con ello su derecho de defensa, al asumir frente a ella una posición dominante que la ha motivado entonces acudir a la presente acción de tutela.    
· Por último, expuso la señora Lucy que no acudió a la acción ordinaria por el tiempo que tarda en resolverse un asunto ante esa jurisdicción, lo que quiere decir que no es ese el escenario idóneo para dirimir su situación, y que es viable la tutela como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 


PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados, solicitó la accionante que se tutelen sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, y en consecuencia, se efectúe un pronunciamiento frente a la prescripción y el posible archivo del proceso de cobro coactivo. 
Además, pidió que se modifique la Resolución Nro. 2940 del 3 de mayo de 2018, en el sentido de desvincularla, para en su lugar, vincular a los deudores solidarios, Jhon Fredy Ocampo, como propietario de la moto, y el señor Asdrubal David Vanegas, víctima del accidente, conforme a lo reglado por la Ley 6ª de 1992 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Despacho de primer nivel admitió la actuación el día 27 de julio del año que transcurre, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Central de Inversiones CISA S.A. para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción; además vinculó oficiosamente a la Comercializadora de Motos “Plaza Motos”, el FOSYGA, Hospital Universitario San Jorge, Ministerio de Salud ADRES, Asdrúbal David Vanegas Rojas y Jhon Fredy Ocampo. 
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 9 de agosto de 2018 negar por improcedente la acción de tutela, al concluir que no se cumplió con el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela, toda vez que la accionante tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judicial a los cuales puede acudir para resolver su asunto. 
IMPUGNACIÓN:
El día 18 de mayo de 2018 la señora Lucy Arias de Salazar, encontrándose dentro del término legal, presentó un escrito mediante el cual impugnó la sentencia de primera instancia. En dicho memorial, se dedicó a hacer una reiteración de la situación fáctica planteada en su escrito inicial, y como fundamento de su discrepancia, expuso que para poder acudir a la jurisdicción ordinaria, como se lo sugirió el A quo, tendría que acudir a los servicios de un abogado conocedor del derecho administrativo, sin embargo, la acción de tutela debe proceder de manera transitoria para que no se produzca un perjuicio irremediable, porque un fallo en esa jurisdicción podría tardar años, viéndose incluso en el riesgo de perder la única casa con que cuenta y en la que vive desde que quedó viuda. 
En ese orden de ideas, planteó que requiere de un tiempo mínimo para que su abogado conozca y se empape bien del caso para elaborar correctamente una demanda. Por lo tanto, fijó como pretensión que se conceda la solicitud de amparo constitucional de manera transitoria, por un lapso de 4 a 6 meses mientras se elabora la demanda administrativa de nulidad y restablecimiento del derecho; también, que se ordene la vinculación al proceso administrativo de los deudores solidarios; finalmente, se declare nulo el auto de pruebas atacado por estar parcializado en favor de la entidad accionada y desconocer con él sus garantías mínimas. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 
2. Problema jurídico: 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si, como afirma la accionante, la Central de Inversiones CISA S.A. ha quebrantado sus derechos fundamentales en desarrollo del proceso de cobro coactivo adelantado en su contra, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de las autoridades públicas, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 Superior, en consonancia con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
Así las cosas, se puede apreciar con claridad que una de las causales de improcedencia de la tutela es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“… Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”
 (Negrillas por fuera del texto original). 

La acción de tutela no es por tanto un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”

Ahora, dirigiéndonos concretamente a la procedencia de la acción de tutela para controvertir actuaciones administrativas, es importante precisar que ello sólo resulta viable en aquellos eventos en que se ha logrado evidenciar una vulneración al debido proceso, como producto de una vía de hecho o actuación arbitraria en que haya podido incurrir la entidad demandada, y además, es un requisito exigible que se esté ante la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable, que por su gravedad no permita esperar su resolución por medio de la jurisdicción ordinaria. Al respecto, vale la pena señalar el criterio sostenido por la Corte Constitucional a nivel jurisprudencial sobre este tema: 

“30. La procedencia de la acción de tutela frente a las actuaciones administrativas se encuentra consagrada de manera expresa en el artículo 29 de la Constitución, en desarrollo del cual la Corte ha decantado una sólida jurisprudencia sobre su contenido y alcances fundamentales[37]. (…)
31. En el análisis del debido proceso a instancias de la Administración, es que se ha reconocido la figura de la vía de hecho administrativa. Se decía sobre el particular en sentencia T-995 de 2007[40] que “La tesis de las vías de hecho (…) ha sido aplicada principalmente en el campo de la actividad judicial, pero esta Corporación también ha reconocido su aplicación en el ámbito de los procesos y actuaciones administrativos”. Esta se produce “cuando quien toma una decisión, sea ésta de índole judicial o administrativa, lo hace de forma arbitraria y con fundamento en su única voluntad, actuando en franca y absoluta desconexión con el ordenamiento jurídico”.

En esta línea se dijo en la sentencia T-076 de 2011[41], retomando la jurisprudencia constitucional sobre el debido proceso administrativo, que el mismo se concreta en “(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa (ii) que guardan relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal. El objeto de esta garantía superior es (i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones, (ii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados’[42]”. Bajo esta perspectiva es que, como mecanismo excepcional, se ha determinado que procede la tutela contra los actos administrativos conforme las reglas comunes, pero enfatizando en particular en la inminencia de perjuicio irremediable y en que el acto sea contrario a los derechos fundamentales de los interesados en la actuación, en especial las garantías propias del derecho al debido proceso. Se habla a este último respecto, como ocurre en materia judicial, de una vía de hecho administrativa que se puede presentar por defecto orgánico absoluto, defecto procedimental absoluto, un defecto fáctico, defecto material o sustantivo, error inducido o vía de hecho por consecuencia, falta de motivación, desconocimiento del precedente constitucional vinculante y violación directa de la Constitución[43].  

32. Ahora bien, no obstante la vía de hecho judicial es un referente de base que puede servir para reconocer las falencias del procedimiento ante la Administración que constituyan vía de hecho, entre una y otra figura existen diferencias que no se pueden desconocer. De acuerdo con el carácter subsidiario y residual de la tutela, conforme al art. 86 C.P., la posibilidad de tutelar derechos fundamentales vulnerados por un acto administrativo siempre será excepcional puesto que tales decisiones están, si así se reclama, sujetas a un control jurisdiccional por vocación propia. Es decir que, salvo ciertos supuestos[44], existe otro mecanismo de defensa judicial, por lo que el juez podrá amparar la petición de tutela sólo cuando se esté frente “a la posibilidad de sufrir un perjuicio irremediable, que puede ser conjurado [únicamente] mediante una orden de amparo transitorio.”.” (Negrillas y subrayas por fuera del texto original). 

Partiendo de la jurisprudencia previamente citada, se puede afirmar válidamente que los dos requisitos fundamentales para que proceda la acción de tutela en contra de las actuaciones administrativas, son: en primer lugar, que con la decisión de la autoridad demandada se haya incurrido en una vía de hecho; y en segundo, que ante la inminencia del perjuicio que se pudiere llegar a sufrir, la jurisdicción ordinaria no resultara idónea para procurar el restablecimiento de los derechos conculcados. 

Aterrizando tales presupuestos al caso que concita la atención de esta Sala, se puede advertir desde el inicio que la señora Lucy Arias de Salazar no acreditó el cumplimiento de ninguna de las dos reglas expuestas atrás para poder acceder al amparo deprecado, pues en momento alguno sustentó por qué razón con el actuar de la entidad accionada se le podría causar un perjuicio irremediable, o un posible detrimento económico insuperable que amerite la intervención de este Juez constitucional, por ser urgente, inminente e impostergable, lo cual se constituye, como viene de verse, en el elemento esencial para definir la procedencia de la acción de tutela. 

El Órgano de Cierre en materia Constitucional ha enseñado que, sólo en excepcionalísimos eventos se puede dar trámite a la solicitud de amparo sin la exigencia de la acreditación del perjuicio irremediable por parte de quien invoca el desconocimiento de sus derechos fundamentales a través de la acción de tutela: 

“23. Sólo excepcionalmente esta Corte ha considerado que el juez de tutela pueda no exigir la demostración del perjuicio irremediable. Ello sucede cuando el tipo de reclamo que se formula permite razonablemente presumir que existe afectación gravosa de derechos fundamentales y, en esa medida, corresponde es a la entidad demandada desvirtuar la referida presunción [27]. O cuando en general el perjuicio irremediable o la necesidad de la eficacia inmediata de la tutela, aparezcan justificadas por las circunstancias del caso, conforme a la aplicación de las reglas derivadas de la experiencia o de la evidente condición de debilidad del sujeto que reclama. Particularmente, la Corte ha señalado que los requisitos o condiciones para que se estructure tal perjuicio se hacen más flexibles cuando la acción es promovida por un sujeto de especial protección o que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, a saber, discapacitados, madres cabeza de familia o las personas de la tercera edad[28].”

24. Pero de no ser esta la situación que el asunto plantea, en principio es una carga de los accionantes exponer las razones por las cuales están sufriendo un perjuicio irremediable o por qué el medio judicial ordinario no es eficaz para proteger sus derechos fundamentales, por lo que deben, al menos mencionar los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de una u otra condiciones de la acción de tutela.”

En esta ocasión, se itera, ninguno de los presupuestos expuestos en cita son adaptables al caso puesto en conocimiento de esta instancia judicial, pues el reclamo a simple vista no permite presumir cuál es el perjuicio irremediable al que está expuesta la señora Lucy Arias de Salazar, que no le permita acudir a la vía judicial ordinaria, que sería la contencioso administrativa, si lo que pretende es atacar en sí el acto administrativo por medio del cual se libró mandamiento de pago como consecuencia del proceso administrativo de cobro coactivo; o bien la civil, para repetir en contra de quienes según su criterio, serían los llamados a responder por los cobros jurídicos que se le están endilgando, y que en virtud de un contrato de naturaleza civil o comercial estarían en cabeza de terceros, tal como lo manifestó reiterativamente en su escrito inicial, así como el de impugnación. 

Quiere decir lo anterior que, a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de tutela, y aunque la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente, máxime cuando lo que está atacando es una decisión administrativa proferida por autoridad competente, en el marco de sus competencias, y por ende, amparada por la presunción de legalidad del acto que hoy se ataca, lo que permite en principio pensar que su condición para resolver el conflicto propuesto en ese escenario era la precisa.

Acorde con las razones antes expuestas, se considera que no se supera el test de procedibilidad del amparo solicitado, toda vez que la accionante tiene la posibilidad de hacer uso de otros mecanismos legales como son las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho o nulidad simple, en las que se puede solicitar incluso la suspensión provisional de los actos administrativos que considera violatorios de sus derechos. 

Sin embargo, si en el remoto de los casos se llegara a pensar en la posibilidad de dar paso al estudio de fondo del presente asunto, encontraríamos a prima facie que en contra de la señora Lucy Arias de Salazar ya se había adelantado desde tiempo atrás un proceso administrativo de cobro coactivo en el cual se agotaron todas las instancias, llegándose a la conclusión de que era ella quien debía asumir el pago de los gastos en salud en que incurrió el entonces FOSYGA por el accidente de tránsito que sufrió el señor Asdrúbal David Vanegas Rojas, cuando se encontraba a bordo de una motocicleta sin SOAT, por la sencilla razón de que para la época del siniestro el vehículo aun figuraba a su nombre ante las autoridades de tránsito, en razón a que en su debido momento, la actora no efectuó la inscripción en el RUNT del traspaso o registro del nuevo propietario, afirmación que se hace porque ella misma lo reconoció en su escrito, y pese a que en su entender, la inscripción en el RUNT es una mera formalidad o trámite administrativo sin importancia, que además no debería acarrearle ninguna consecuencia u obligación posterior a la entrega del automotor, lo cierto es que la norma es clara en señalar todo lo contrario, o sea que la inscripción en el organismo de tránsito es un deber del propietario inscrito y no una facultad; para comprobarlo, basta con hacer una remisión a lo estatuido en el artículo 47 de la Ley 769 de 2002, que reza: 
“La tradición del dominio de los vehículos automotores requerirá, además de su entrega material, su inscripción en el organismo de tránsito correspondiente, quien lo reportará en el Registro Nacional Automotor en un término no superior a quince (15) días. La inscripción ante el organismo de tránsito deberá hacerse dentro de los sesenta (60) días hábiles siguientes a la adquisición del vehículo. …” 
Además, se advierte que el acto administrativo por medio del cual se ordenó la ejecución por vía coactiva de las obligaciones previamente asumidas por el entonces FOSYGA data del 12 de julio de 2013, circunstancia que también deja entrever una carencia del requisito de inmediatez como regla de procedencia de la acción de tutela, porque si bien el mandamiento de pago se libró en el mes de mayo de 2018, este era una consecuencia lógica de lo consignado en la parte resolutiva de la Resolución Nro. 6655 de 2013 del Ministerio de Salud y Protección Social, en otras palabras, desde esa época la señora Lucy Arias de Salazar conocía los efectos que a futuro se derivarían de esa decisión adoptada por la administración, y aunque desde entonces hubiera podido ejercer las acciones judiciales pertinentes para atacar ese acto administrativo que necesariamente debía surtir sus efectos en algún momento, lo que hizo fue esperar en el tiempo a que “detonaran” sus consecuencias. 
Por último, resta advertir que en lo relacionado con el pedimento de que se ordene vincular en el proceso administrativo adelantado por la Central de Inversiones CISA S.A a los “deudores solidarios”, conforme se lo solicitó a esa entidad en las excepciones al mandamiento de pago, sin obtener resultados favorables, es importante precisar que según lo dicho por esa entidad, tal petición no es viable, y las pruebas pedidas no son pertinentes, útiles ni conducentes, porque la obligación contraída por la señora Lucy, en la hora de ahora presta mérito ejecutivo, de manera que la oportunidad para poner en discusión las circunstancias que sirvieron de base para sustentar el acto administrativo sancionatorio proferido por el Ministerio de Salud y Protección Social ya feneció.    
En conclusión, considera esta Colegiatura que la decisión de primer nivel debe ser confirmada en su totalidad, toda vez que la parte accionante no cumplió con la carga probatoria que le correspondía para demostrar la ocurrencia de una vía de hecho por parte de la autoridad administrativa demandada, ni la existencia de un perjuicio irremediable que conllevara la prosperidad de la acción, ni siquiera de forma transitoria; mucho menos quedó demostrado que los demás mecanismos judiciales que tiene la actora a su alcance son insuficientes o carecen de idoneidad para el fin perseguido.   

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR en su totalidad la decisión adoptada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 9 de agosto hogaño, dentro de la cual se resolvió negar la solicitud de amparo invocada por la señora LUCY ARIAS DE SALAZAR.
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 
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